Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 12 minutos) 


La Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores tiene mucho gusto en recibir a los 
representantes de las Comisiones Tributarias del Colegio de Abogados y del Colegio de Contadores. 
La delegación que nos visita está integrada por el doctor César Pérez Novaro, el doctor Alberto Varela, 
el doctor Miguel Pezzutti, el contador Raúl D'Alessandro y la contadora Margarita Azpiroz. 


En concreto, nuestros invitados expondrán su opinión sobre el proyecto de ley por el que se 
modifica el régimen legal vigente de relacionamiento de los contribuyentes con la Administración 
Tributaria. Les damos la palabra. 


SEÑOR VARELA.- Ante todo, agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


El proyecto de ley sobre el que vamos a dar nuestra opinión fue hecho por la DGI y recogido 
por el Poder Ejecutivo, como lo denota su carácter eminentemente técnico. Son las típicas normas muy 
difíciles de entender, porque están llenas de referencias a otras que, a veces, llevan años de vigencia. 
Entonces, el proyecto está hecho por quien maneja las normas todos los días; de ahí que sea 
conveniente consultar a quienes hacen lo mismo, pero del otro lado del mostrador. 


Si uno lee el Mensaje del Poder Ejecutivo que acompaña al proyecto de ley, advierte que trae 
una serie de beneficios para los contribuyentes, por lo que la norma debería ser recibida con gran 
alegría, al menos por parte de los asesores de los contribuyentes. Concretamente, el Mensaje del 
Poder Ejecutivo dice que si bien hoy en día los derechos de los contribuyentes están muy bien 
protegidos, cada tanto hay que darles una revisada. Por eso se van a consagrar nuevos beneficios a 
favor de los contribuyentes; vale decir que se adelanta una canasta de buenas noticias para ellos. 


El proyecto tiene ocho artículos —que tratan ocho temas absolutamente diferentes entre sí— 
cinco de los cuales contienen buenas noticias para los contribuyentes. Ninguna de esas noticias va a 
pasar a la historia, pero son muy buenas porque conllevan el abandono de malas prácticas por parte 
de la DG|l. 


Ahora bien, hay tres normas que son absolutamente negativas y deberían ser eliminadas o 
corregidas. Solamente hablaré sobre una de ellas, el artículo 5%, que refiere a la carta o estatuto de 
derechos del contribuyente. En primer lugar, una carta de esta naturaleza es un documento con 
normas que fijan en forma clara, cierta y comprensible para el común de los ciudadanos, los derechos 
que tienen como contribuyentes. 


Hoy en día la inmensa mayoría de los países del Primer Mundo y de los que aspiran a estar 
en ese “club”, tienen una carta de derechos del contribuyente. Es un fenómeno reciente, que surge en 
la década de los 80 y principios de los 90. Es de destacar que, llamativamente, varios países a la vez 
aprueban, con poca diferencia de tiempo, este tipo de carta; así lo hicieron, por ejemplo, Inglaterra y 
Canadá en 1985, Francia en 1987, Estados Unidos en 1988, España un poco más tarde, en 1998 y, en 
la década del 90, Australia, Nueva Zelanda, Sudáfrica e India. 


¿Por qué este ataque de bondad, aprobando cartas de derechos del contribuyente? 


En la segunda mitad del siglo XX el mundo entero obtenía la gran mayoría de sus recursos a 
través de impuestos que cobraba en la frontera: impuestos a la importación o detracciones a la 
exportación —de las cuales hoy muchos se lamentan— ese era el común de la recaudación. Los 
organismos recaudadores más fuertes eran las aduanas, y las DGI de todo el mundo eran organismos 
de menor importancia, que cobraban algunos impuestos a la circulación interna. En este sentido, basta 
comparar nuestro edificio de la Aduana con el que la DGI tenía hasta hace poco tiempo. Teniendo en 
cuenta que esta Dirección nació en 1960, cabe preguntarse de qué vivía el país antes de su aparición. 
Pues, justamente, vivía de los impuestos en las fronteras. Actualmente, montados en el caballo 


desbocado de la globalización, los países se abrieron al mundo para incentivar su relacionamiento 
económico y, de esa forma, los ingresos en la frontera se fueron al diablo. Entonces, había que llenar 
ese hueco con impuestos internos, y así comienza la loca carrera detrás de los impuestos a las 
personas y a las empresas, que hoy hace recordar con nostalgia aquel mundo cerrado, con menos 
oportunidades mundiales, pero también con una cantidad mucho menor de impuestos internos. 


De la mano de esa proliferación de impuestos internos que había en todos los países, hubo 
que reforzar notoriamente las facultades del fisco y, para poder recaudar eficazmente, había que darle 
poder para inmiscuirse en la vida de la gente, de manera de poder saber, por ejemplo, si la persona se 
compró un auto, cuánto paga por el colegio de los chicos —como se ve en el diario— y también poder 
trabar medidas cautelares, embargos, intervenciones de caja sin demoras, levantar el secreto bancario, 
castigar a los evasores con penas equivalentes a entre una y quince veces el impuesto defraudado, 
llevar a la persona presa, perseguirla dentro de fronteras, obligarla a celebrar convenios de intercambio 
de información, etcétera. Todo esto se hizo en todo el mundo con mayor o menor velocidad, y es una 
tendencia que ya está llegando al Uruguay. 


Lógicamente, con este impresionante reforzamiento mundial de los poderes del fisco, vinieron 
los abusos, las injusticias y las quejas, y es así que en países como Inglaterra, Australia y Francia — 
nótese que menciono naciones que están más allá de la sospecha de ser latinas chantas— se formaron 
asociaciones de contribuyentes que protestaron en forma muy enérgica. Entonces, nacieron tres 
soluciones: una justicia tributaria cada vez más especializada y ágil, de la que estamos a siglos luz, la 
carta de derechos del contribuyente y el ombudsman tributario, del cual también estamos lejos. 


A Uruguay la reforma de la DGI le llegó tarde, pero se llevó a cabo con una política de 
Estado, con una ley del gobierno del doctor Batlle, votada por todos los partidos políticos, 
reglamentada por el gobierno del doctor Vázquez y ejecutada, en un principio, por un Director 
perteneciente a la Administración anterior. Por tanto, hoy tenemos una DGI profesionalizada, 
tecnificada y motivada con incentivos económicos; es decir, estamos en el Primer Mundo. 


Sin embargo, al igual que sucedió en el Primer Mundo como algo absolutamente natural, nos 
fuimos para el otro lado. De este lado del mostrador entendemos que el partido está totalmente 
desnivelado a favor de la DGl y el que más lo sufre es el empresariado autóctono, vernáculo. Los 
grandes inversores tienen una zona franca a medida, muy buenos contactos, competentes asesores, o 
todas esas cosas juntas, pero el empresario común, el de a pie, se las ve negras y sale de los 
problemas con la DG con la sensación de no haber sido tratado justamente. 


Fue escuchando esos reclamos que, el año pasado, los dos Colegios —el de Contadores y 
Economistas y el de Abogados— hicimos un proyecto de carta de derechos del contribuyente, del que 
vamos a dejar copia a los señores senadores. 


En este proyecto de ley se encomienda al Poder Ejecutivo un texto ordenado de derechos y 
obligaciones, que no tiene absolutamente nada que ver con una carta de derechos del contribuyente. 
En realidad, entre otras cosas, se le encarga una tarea imposible de cumplir. Como los señores 
Senadores saben, un texto ordenado de leyes es una obra humana de recorte y pegue de normas 
legales, para juntarlas ordenadamente en un solo documento, con un criterio orgánico. Los textos 
ordenados de impuestos con los que los legisladores tienen que lidiar todos los días son, en definitiva, 
una obra de recorte y pegue; el último es de 1996, pero tiene sus orígenes en varias versiones de los 
años setenta. Entonces, se trataría de que alguien peinara las más de 18.000 leyes que tiene el país, 
encontrara una que incluyera un derecho del contribuyente, lo copiara y lo colocara en el capítulo 
“Derechos de los contribuyentes”; haciendo lo mismo con las obligaciones de los contribuyentes. El 
problema es que si alguien peina todas las leyes, no va a encontrar ningún derecho de los 
contribuyentes, porque lo cierto es que solo se pueden extraer con bisturí de los artículos de la 
Constitución. 


El derecho a que la inspección dure un plazo razonable, por ejemplo, no solo le conviene al 
empresario, sino también al país. Una empresa sujeta a una inspección no hace inversiones, está 
detenida y expectante para ver cuál va a ser el resultado. Y no se me puede decir que si la empresa 
cumple con todas sus obligaciones no va a tener problemas, porque el sistema tributario es muy 
complejo y hasta que no se tiene la última palabra no se sabe si se pasa el examen. Entonces, este 


derecho a que la inspección dure un plazo razonable, lo extraemos los profesionales del Derecho —y 
por suerte, los jueces— del principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 7* de la Constitución 
de la República, que establece: “Los habitantes de la República tienen derecho a ser protegidos en el 
goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser privado de estos 
derechos sino conforme a las leyes que se establecen por razones de interés general”; a su vez, de la 
palabra “seguridad”, extraemos con pinzas la idea de que la inspección tiene que durar un tiempo 
razonable. Ahora bien, todos estamos de acuerdo en que si hay una inspección que dura diez años, se 
viola ese principio, pero si dura dos o tres años, ¿se sigue respetando? No lo sabemos; no hay ninguna 
norma legal que transforme esto en un verdadero y eficaz derecho y que evite que las inspecciones no 
se eternicen, tal como sucede hoy en día. Y cuidado, cuando una inspección se eterniza, como dije, 
pierden todos: el fisco, la empresa y la sociedad. En el caso de la empresa puede llevar a que no haga 
inversiones y que se mueva con una gran cautela. 


Si el Parlamento no dicta una norma que diga que los contribuyentes tienen derecho a que 
las inspecciones no pueden duran más de equis tiempo, este derecho nunca va a ser respetado. Y el 
funcionario que está encargado de recoger los derechos de los contribuyentes en el texto ordenado no 
va a incluir este derecho porque no está en una ley. Los países que han dictado cartas de derechos del 
contribuyente en serio y que han decidido reconocerlos, han puesto determinados plazos. Por ejemplo, 
en el caso de España la inspección no puede durar más de doce meses, siempre y cuando el 
contribuyente colabore; también se establece la posibilidad de una prórroga por doce meses más, 
etcétera. Entonces, existe un plazo y se tiene que concretar la inspección. 


Hoy en día tenemos metas que la Dirección General Impositiva acuerda con el Ministerio de 
Economía y Finanzas para realizar equis cantidad de inspecciones por inspector y esto lleva a que 
empiecen, pero no terminen nunca. 


El artículo 5* del proyecto de ley debe ser eliminado. Si queremos consagrar una carta con los 
derechos de los contribuyentes, hay que dictar una ley que los contenga y los especifique. No puede 
ser un mandato para el Poder Ejecutivo que ni siquiera se va a poder cumplir. Además, va a ser un 
absurdo porque consistirá en un texto ordenado con decenas de normas consagrando obligaciones de 
los contribuyentes y ninguna, o una, con un derecho. Es un absurdo y una verguenza. 


Por último quiero realizar una aclaración. El Mensaje del Poder Ejecutivo expresa que 
existieron consultas el año pasado de la Dirección General Impositiva con especialistas en materia 
tributaria en relación a la carta de derechos. Y eso es verdad, fuimos consultados. Pero los 
especialistas consultados, en su gran mayoría entregaron este proyecto de ley —que vamos a dejar a la 
Comisión— que fue elaborado en forma conjunta por el Colegio de contadores y el Colegio de 
Abogados del Uruguay, el cual es un verdadero estatuto del contribuyente; una ley que nada tiene que 
ver con este artículo 5*. 


No se trata de que el proyecto de estatuto de los contribuyentes contenido en el artículo 5” sea 
mejorable; definitivamente, es malo. Es preferible que no tengamos nada y seguir como estamos. Si no 
hacemos nada ahora, tarde o temprano va a generar una preocupación política. Alguien en algún 
momento va a presentar un proyecto de ley como la gente, pero si se aprueba este artículo 5”, se 
consolidaría la situación actual y eso es muy malo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR D'ALESSANDRO..- Mi intervención tiene dos puntos básicos. El primero de ellos apuntala —por 
razones que voy a mencionar, que tienen un contenido jurídico y son enormemente prácticas— la idea 
de que debe desglosarse o eliminarse directamente el artículo 5%. Es claro que la tarea de regular los 
derechos subjetivos individuales no debe estar a nivel del Poder Ejecutivo, sino que merece un rango 
legal. Y la ley que pretendemos sea discutida y finalmente aprobada es la forma adecuada para 
“aterrizar” normas de derechos reconocidos implícitamente en la Constitución y a los que ya se refirió el 
doctor Varela. Pero hay ciertos riesgos en la forma en que se ha hecho en nuestro país la recopilación 
de la normativa, que presumiblemente sería el método que se aplicaría para que el Poder Ejecutivo, 
mandatado por el artículo 5*, realizara su tarea. ¿Cuáles son esos riesgos? Toda recopilación de una 
naturaleza tan delicada y tan cara a los intereses, tanto de la Administración como del contribuyente, se 
puede ver distorsionada. En nuestro país, el corte y pegue claramente ha traído distorsiones del 


sentido legal de las disposiciones que se pretende recopilar. En muchos casos esta recopilación ha ido 
más allá de lo estrictamente legal. Los señores Senadores podrán observar que el artículo recomienda 
una recopilación de normativas vigentes por lo que, a nuestro juicio, no se refiere exclusivamente a las 
leyes sino también a otra categoría de normas. Entonces, sin que se trate de un problema de buscar 
malas intenciones en futuras recopilaciones, la experiencia nos indica que en la realidad, la forma de 
trabajar y el método lleva a que, por vía de decreto, podamos llegar a interpretar algo que no está en 
una norma legal y que mereció ser aprobado por la vía legislativa. Nos parece muy claro y evidente 
que esta dificultad existe y creemos que no se debe correr ese riesgo en esta materia. Por lo tanto, 
entendemos que esta norma al menos debe desglosarse del articulado para que sea tratada con ese 
sentido. Se puede elaborar una ley igual a la propuesta que nosotros vamos a dejar —que puede 
tomarse como base— o una nueva. 


En segundo lugar, me quiero referir a un tema que abordó el doctor Varela y que nos 
preocupa desde hace mucho tiempo a nivel privado, como también -—justo es decirlo- a la 
Administración, la que ha tomado algunas providencias para que el plazo esté contemplado en la 
auditoría tributaria. Si los señores Senadores tienen a bien escucharme, quiero realizar una breve 
introducción sobre cómo debemos pensar y encarar el concepto de auditoría tributaria, aspecto muy 
importante, al igual que el de los plazos. No nos vamos a referir a todo el proceso sino al plazo de la 
auditoría tributaria —antes se denominaba inspección, pero ahora creo que debería llamarse de esta 
otra forma— que es donde se generan las causas de divorcios y controversias más importantes. El 
término inspección, aunque intuitivamente es muy preciso, resulta muy complejo y amplio y no siempre 
es fácil captarlo en su real magnitud. Esta abarca diferentes procedimientos, modalidades y técnicas 
que tienen aspectos diferenciados. Tradicionalmente se han buscado definiciones que, sin ser 
totalmente compartibles, lograron un cierto consenso. Tal es el caso del modelo que propuso el CIAT — 
Centro Interamericano de Administraciones Tributarias—- en el año 2003, que ha tenido importantes 
repercusiones en todas las administraciones de América Latina y, por supuesto, también en nuestro 
país. Es un documento importante, tiene conceptos básicos que han sido recogidos y por lo tanto, no 
me voy a remitir a él sino que simplemente voy a decir que en el cumplimiento de las tareas que tiene 
que llevar adelante la Administración, la sensación de poder tienta muchas veces a cometer —aunque 
sea en forma no deliberada— extremos que hacen olvidar que en el otro lado hay un individuo -ya sea 
persona jurídica o física- que tiene derechos que deben ser convalidados; es parte de una célula que 
compone el tejido económico social. 


Me adelanto a decir que es casi perogrullesco sostener que no hay impuestos sin economía 
y por ende el impuesto en alguna medida, si bien tiene un sustento jurídico para poder ser 
efectivamente aplicado, recoge una realidad económico-financiera que está detrás. Es bueno repetirlo 
porque, entre otras cosas, el artículo 6%, que trata de llevar adelante el principio de la realidad sobre la 
forma, es de aplicación muy extendida en estos tiempos, con interpretaciones de la Administración no 
siempre felices. 


Eso hace que en esa relación el plazo tenga muchísimo que ver. Hay varios tipos de 
auditoría; no los voy a cansar diciendo cuáles son, pero evidentemente pasan por la validación, la 
verificación, la auditoría externa de campo y la auditoría interna, que es la que normalmente se hace 
dentro del ámbito de la Administración. 


El plazo en particular tiene algunas connotaciones desde nuestro punto de vista que deben 
ser rescatadas a nivel de la ley. También entendemos que es el aspecto tal vez más innovador e 
importante en el que los dos Colegios ponemos gran énfasis por la experiencia que tenemos en 
materia de tratamiento conjunto de los problemas entre la Administración y el contribuyente. Los 
señores Senadores saben mejor que quien habla que el plazo es una constante en toda norma y en 
toda regulación que tenga que ver con cualquier actividad que merezca ser jurídicamente analizada. 
No hay normalmente ninguna norma que no determine de alguna forma un plazo; en buena medida, no 
hay contratos que no tengan plazo. 


Esta relación entre el contribuyente y la Administración no deja de ser en el fondo el 
cumplimiento de un contrato: el fisco que tiene que administrar y cobrar bien y el sujeto pasivo, que 
tiene que cumplir con sus obligaciones tributarias con absoluta normalidad y oportunidad. 


Dicho esto, pasamos a otro aspecto que nos parece fundamental y es que los plazos deben 
considerar, de alguna manera, la importancia y la categoría que tiene el contribuyente. No es lo mismo 
el plazo de una inspección para una empresa que es un quiosco en la plaza que el de una empresa 
que tiene connotaciones multinacionales. Esto es evidente; la Administración lo entendió y en el correr 
de los años ha establecido básicamente tres categorías que recogemos en el proyecto de ley: los 
pequeños contribuyentes, los contribuyentes declarados CEDE y los grandes contribuyentes, categoría 
que es relativamente reciente. 


Esas categorías son fundamentales porque así como las auditorías son específicas, sus 
técnicas y sus metodologías obviamente son de distinta envergadura, importancia y aplicación según el 
tipo de empresa a la que estemos enfrentados en la auditoría. Además, si tenemos en cuenta que hay 
distintas categorías, los plazos también tienen que ser diferentes de acuerdo a la que corresponda. 
Estos plazos, además de ser diferentes por categoría, deben ser sucesivos, consecutivos para llegar a 
la totalidad. A su vez, toda auditoría tributaria tiene lo que yo denomino “hitos”, es decir que dentro de 
una actuación inspectiva hay etapas que, de alguna manera, regulan su proceso con absoluta 
naturalidad. Se trata de que el proceso desde su inicio hasta el final esté regido por plazos para que — 
como muy bien decía el doctor Varela— las inspecciones no se vayan eternizando. 


Al respecto, hay dos ejemplos muy claros y prácticos. El primero de ellos es que los 
inspectores —me refiero a los recursos humanos y, por suerte, actualmente hay muchos más que en 
otra época— son administrados según los planes de inspección que tenga el organismo que, muchas 
veces, son alterados por circunstancias puntuales y del momento; por ejemplo, salir a controlar cómo 
determinado barrio o zona está cumpliendo con sus obligaciones. Cuando el cuerpo inspectivo sale a 
realizar esas operaciones, no solamente mira y revisa, sino que también guarda y recopila otras para 
hacerlas después. Esto tiene dos efectos: por un lado, se dejan pendientes inspecciones ya iniciadas y, 
por otro lado, se agregan otras posibles que surgen de esos operativos. 


El segundo ejemplo sería cuando el cuerpo inspectivo se dirige al interior del país a realizar 
inspecciones. Esta sería una situación similar a la anterior, pero con el agravante del tiempo. En este 
caso, las inspecciones no culminan en una o dos semanas —que es el tiempo que permanecen allí los 
inspectores— sino que son postergadas y el contribuyente es rehén de esa situación hasta que lo 
vuelvan a citar. Todo esto implica plazos, tiempo transcurrido y costos, porque no hay tiempos neutros 
en la Administración Tributaria. El taxímetro de los recargos corre aun en esos períodos de forma 
absolutamente desaconsejable y eso debería ser corregido. 


Tampoco se trata de establecer una casuística, porque además de impracticable sería 
totalmente inconveniente; sí se trata de regular ese aspecto y para ello entendemos que debe estar 
comprendido dentro de esa normativa que tiene que ser aprobada a nivel legal. 


He tratado de ser ilustrativo con respecto a uno de los aspectos que nosotros —me refiero a los 
Colegios de Abogados y de Contadores— entendemos fundamentales. Debo decir a los señores 
Senadores que la Administración conoce y valora la falta de reglamentación sobre el plazo y al 
respecto ha tomado medidas. Lo que sucede es que estas son parciales, puntuales e internas; no 
existe una comunión de normas que se establezcan sobre el particular para que las dos partes las 
tengan como guía. 


Los hitos que pueden ser reconocidos en una actuación inspectiva y que, por supuesto, no 
están todos recogidos en el proyecto de ley —allí se mencionan solamente tres—- son: el inicio 
documentado de la inspección, la iniciación con acta y solicitud de información, observaciones 
fundamentadas por la Administración con las contracaras de la posición del contribuyente, el término 
del plazo para acordar, el informe final de inspección, la notificación del acto de determinación y, 
eventualmente según lo que resulte del proceso, habrá acuerdo o proceso de recursos administrativos. 


A nuestro entender —por lo menos para mí, en este momento— esto es lo medular que hay 
que tratar en este proyecto de ley. Los otros artículos que vamos a presentar son fundamentales y 
esenciales, pero de alguna manera son la explicitación de lo que ya existe y serían algo así como una 
revelación evidente. Esto, en cambio, es absolutamente innovador e imprescindible para que la 
relación entre el contribuyente y la Administración sea lo más justa y equilibrada posible. 


Muchas gracias. 


SEÑOR COURIEL.- A fin de entender la propuesta que nos acercan nuestros invitados, quisiera saber 
si, en realidad, están proponiendo que por ley se fijen los plazos correspondientes, teniendo en cuenta 
las categorías y la evolución. ¿Tienen una propuesta concreta con relación a los plazos? 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- Sí, señor Senador, vamos a dejar a la Comisión el proyecto de ley 
completo en el que incluimos el artículo relativo a los plazos. 


SEÑOR COURIEL.- Quiere decir que proponen normas modificativas al proyecto de ley a estudio de la 
Comisión. 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- Sugerimos eliminar el artículo 5% y que el anteproyecto de ley que ahora 
presentamos sea tratado en forma desglosada y separada de la iniciativa que los señores Senadores 
están considerando. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Allí figura la propuesta correspondiente a los plazos? 
SEÑOR D'ALESSANDRO.- Sí, señor Senador, figura en el artículo 6* de la propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que el proyecto que ambas Comisiones Tributarias presentan en 
forma conjunta contiene las indicaciones a que hacía referencia el señor Senador Couriel. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que después podamos contar con las iniciativas que nos 
entregarán nuestros visitantes, advierto que la sugerencia consiste en eliminar el artículo 5% del 
proyecto de ley original porque afirman que debe tener rango legal. 


Ahora bien, un texto ordenado está formado por las normas existentes que luego se ordenan. 
Si mañana esas disposiciones cambian, naturalmente el texto también cambiará. Nosotros pedimos 
que el texto se ordene y se lo solicitamos al Poder Ejecutivo, tal como lo hemos hecho en otras 
circunstancias. También ha ocurrido que el texto se ordena y luego los Legisladores le damos rango 
legal. Pero eso sucede después de que se ordena, y allí corroboramos que esté bien. 


El texto facilita que las normas estén en un compendio y se basa en ellas; si el día de 
mañana hay que modificar ese texto ordenado, por supuesto que habrá que hacerlo por ley. No me 
refiero al orden, sino a cada una de las normas. Esa es la diferencia que tenemos. En general, el Poder 
Ejecutivo ordena los textos, pues esa ha sido la tradición. Es más; en ocasiones cambiamos 
determinado artículo del texto ordenado, pero muchas veces este no es una ley sino un texto: se trata 
de una disposición de una ley que en su oportunidad fue ordenada. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Señor Presidente: creí que me había resultado particularmente claro lo 
expresado por nuestros invitados, pero a partir de las intervenciones de los señores Senadores me 
surgen algunas dudas. 


Me da la impresión de que lo que importa aquí es que exista una verdadera carta de 
derechos del contribuyente. Creo que ese es el centro de la exposición de quienes hoy nos visitan. Por 
otra parte, el artículo 5% no es sino una recopilación de algo que no existe, no satisface ni es una carta 
de derechos del contribuyente. Los representantes de las Comisiones Tributarias de los Colegios de 
Abogados y Contadores nos vienen a presentar un proyecto de ley de carta de derechos del 
contribuyente, tal como entienden que debe ser. Es así que nos sugieren y nos piden que no votemos 
el artículo 5* y sí el resto de las disposiciones —quizás me olvido de alguna otra inquietud planteada— 
además, solicitan que estudiemos la carta de derechos del contribuyente que nos proponen, 
consultemos a la Dirección General Impositiva, conversemos sobre el tema y aprobemos algo que 
realmente sirva. 


Me parece que la situación es muy clara y que no es necesario interpretar nada. 


SEÑOR GALLINAL.- La delegación que nos visita ha traído un anteproyecto de ley, lo que me parece 
un aporte importante porque permite que el Parlamento y, en especial esta Comisión, pueda nutrirse de 
elementos aportados por personas especializadas en la materia. Considero que habría que dar estado 
parlamentario a esta iniciativa y, en ese sentido, ofrezco ponerle mi firma al proyecto de ley y planteo a 
la Comisión la posibilidad de que representantes de otras fuerzas políticas también lo hagan. Este 
ofrecimiento tiene como único objeto habilitar el ingreso formal de esta iniciativa para luego seguir 
avanzando en su análisis. Esta no sería la primera vez que algunos legisladores recogen iniciativas 
que surgen de ciertas corporaciones con el fin de darles estado parlamentario. Simplemente quería 
trasmitir esto a la delegación y a los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR VARELA.- Quisiera hacer un breve comentario sobre lo expuesto por el señor Senador 
Michelini. En el mundo se discute si hay cartas de derechos del contribuyente por decreto o por ley; no 
hay duda de ello. Se plantea una gran discusión sobre si eso tiene que hacerse por decreto. Por 
ejemplo, en Inglaterra se hizo por decreto, pero sucede que luego viene el Poder Ejecutivo de turno y lo 
modifica cuando quiere. Sin embargo, esto es otra cosa. El texto ordenado es un decreto del Poder 
Ejecutivo y en este país no se puede hacer un texto ordenado sobre los derechos del contribuyente 
porque estos no están. Entonces, ¿qué se va a establecer? ¿Se van a poner cinco artículos de la 
Constitución? Eso no lo entiende nadie. Está claro que es imposible transcribir el artículo 7” de la 
Constitución, por ejemplo, al quiosquero y que este comprenda que la inspección va a durar un tiempo 
razonable. Lo cierto es que los derechos de los contribuyentes no están consagrados en la ley y ¡pobre 
el funcionario de la DGl o de donde sea, al que le pidan que traiga las normas legales donde se 
consagran los derechos de los contribuyentes! Va a venir con una hoja en blanco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- He estado mirando la página web de la DGI y allí hay, como aquí se ha dicho, 
una recopilación -no va más allá de eso—- de normas que se llama “Derechos y obligaciones” y que, 
como decía el doctor Varela, comienza con la Constitución de la República, pero luego incluye una 
buena cantidad de normativas que parecen ser un insumo para lo que quienes nos visitan están 
planteando. 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- Lo que dice el señor Presidente es cierto y consideramos que lo que hizo 
la Administración es muy loable porque el tema es fermental y se viene discutiendo, al menos en forma 
estricta, desde mayo de 2010. La Dirección General Impositiva reacciona a esto hacia fines de ese 
año y muy poco tiempo antes de que se presentara el proyecto de ley. En mi modesta opinión, la 
recopilación que hace es algo propio que intenta dar la pauta de que todas las actuaciones de la oficina 
—no solamente las auditorías tributarias— se van a regir por esas guías. Aclaro que yo les llamo “guías” 
porque considero que esas no son ni siquiera normas recopiladas y me parece muy bien que la oficina 
lo haga porque —no quiero que mis palabras se consideren peyorativas- es una propaganda que 
apunta a que las personas comiencen a aproximarse y a entender un tema que hasta el momento 
estaba casi tras bambalinas y solo salía a luz cuando había controversias entre los técnicos de la DGI y 
de la actividad privada. Por tanto, eso está muy bien. La oficina ha actuado con absoluta 
responsabilidad. Nosotros no lo estamos criticando, sino que decimos que debemos apoyarlo —ya que 
la propia oficina tiene la deferencia y obligación de reconocer que hay algo pendiente— y traducirlo en 
una norma legal. Esto es lo único que pretendemos. No queremos decir que eso no sirve para nada 
porque los contribuyentes lo leyeron, pero al momento de aplicarlo se dará la situación de que la 
propia administración —o la actividad privada— establecerá que no tiene regulación legal, que fue algo 
dicho como propaganda, y que no tiene como sustento ninguna norma. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Antes de comenzar quiero agradecer a la Comisión que nos haya 
recibido. 


Voy a comenzar mi intervención refiriéndome a la recopilación —-tema por el cual nos han 
convocado— que ha tenido una mayor receptividad por parte de los señores Senadores. 


El artículo 5% hace referencia a los derechos, garantías y deberes y establece la realización 
de un Texto Ordenado de la normativa vigente, o sea, de la que ya existe. Esta disposición resulta 
claramente insuficiente, por cuanto refleja una balanza desnivelada. Esto fue a lo que se refirió el 
doctor Varela cuando hizo uso de la palabra: a la parte de arriba de la balanza no le estamos 
agregando ni siquiera la más mínima pesita. Por tanto, estamos manejando una situación desnivelada, 
que requiere que sea nivelada, porque el Uruguay ha cambiado; no es el mismo que hace unos años, 


cuando solo tenía en cuenta las inversiones financieras. El Estado de hoy piensa, regula, analiza 
proyectos, tiene una actitud activa en materia de promoción de la inversión. Por eso, no podemos 
promover la inversión y luego borrar con el codo lo que escribimos con la mano derecha. Sobre este 
punto, concretamente quisiera señalar que otorgar derechos es otorgar garantías. En este momento, 
a raíz de las expresiones vertidas por el Director General de Rentas con en relación a este proyecto de 
ley, nos encontramos con la grata sorpresa de que la evasión bajó al 15% y, además, en el contexto de 
los países de América Latina, nos encontramos en el primer lugar respecto a la evasión de IVA. Esto 
es algo muy importante porque refleja la actividad que ha realizado la Administración en los últimos 
años que, sin duda, ha sido muy diferente a la llevada a cabo en el pasado. Sin embargo, tenemos que 
ver que fruto de esa actividad y del ejercicio de facultades exorbitantes que ha tenido la Administración 
—que antes no poseía—- muchos empresarios uruguayos han quedado por el camino. El Parlamento no 
puede ser indiferente a esta situación; por el contrario, debería considerar que la gran mayoría de las 
empresas uruguayas son pymes y que no es posible que se apliquen reglas para unos y reglas para 
otros. No estoy sosteniendo que sean vírgenes tributarias, pero lo cierto es que encontramos muchos 
uruguayos cuyos proyectos empresariales y familiares y sus trabajos han quedado por el camino o 
tienen una espada de Damocles pendiente sobre su cabeza. Los motivos pueden ser muy variados: 
quizás no estaban del todo formalizados o cometieron esto o aquello. Pero nosotros tenemos que 
defender también a ese empresariado uruguayo y no contemplar solo a quienes desembarcan con 
grandes proyectos, que además muchas veces imponen condiciones, como por ejemplo la creación 
de zonas francas, tratamientos preferenciales, etcétera. Dicho de otra manera, debemos tener muy en 
cuenta a ese uruguayo común. ¿Por qué? Pues porque gran parte del funcionamiento productivo 
uruguayo está constituido por pymes. 


Ahora bien, aquí se habló de la recopilación que hizo la DGI, que figura en la página web. 
Solamente quiero decir que esa recopilación incluye, en su página 3, una obligación que puede parecer 
indudable, pero si la analizamos con seriedad vamos a encontrar que en realidad se están agrediendo 
derechos constitucionales. Ese librito que van a dar las inspecciones habla de decir la verdad, y esto 
agrede el principio constitucional de que nadie debe ser obligado a autoincriminarse. 


SEÑOR MICHELINI.- Eso no significa mentir. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- El artículo 20 de la Constitución establece que nadie puede ser obligado a 
prestar juramento, lo que significa decir la verdad. Esta recopilación plantea este concepto, 
prácticamente al principio. Sin embargo, en mi opinión, es al legislador a quien corresponde establecer 
estas garantías. Si el Parlamento no otorga estas garantías, a quienes les van a pedir cuentas es a los 
legisladores, porque todos sabemos que el acreedor tributario debe ajustarse a Derecho pero, en 
definitiva, tiene que recaudar, y esas son las cuentas que se les piden al Director y a los funcionarios 
de la Dirección General Impositiva. De manera que es muy importante que estas garantías se otorguen 
por ley. Por eso, considero que se requiere que se vuelva, por lo menos lentamente, a otorgar 
garantías, teniendo en cuenta que, en gran parte, esa activa labor de comprobación que ha realizado la 
Administración en los últimos años está rindiendo sus frutos por cuanto está bajando el nivel de 
evasión. 


En segundo término, quiero decir que la finalidad con la que hemos venido aquí los dos 
Colegios no es la de conformar un club de defensa de los contribuyentes. El Colegio de Abogados del 
Uruguay —voy a hablar solo por esta institución porque es la que integro, pero supongo que el Colegio 
de Contadores está en la misma situación— tiene en sus estatutos una obligación, que es la de trabajar 
por el perfeccionamiento del Derecho Positivo. Quiere decir que a los asociados del Colegio nos 
corresponde esa responsabilidad y por eso estamos hoy aquí. No estamos para defender a nadie, sino 
que estamos guiados por el objetivo de defender el mejoramiento del Derecho Positivo. 


En tercer lugar, me voy a referir al proyecto en términos generales, y a esos efectos lo dividiré 
en tres partes: los artículos 1%, 2%, 4%, 7% y 8%, que no nos merecen ninguna observación —quiere decir 
que con gran parte del proyecto de ley no tenemos objeciones— el artículo 5%, que consideramos que 
es innecesario, no se tendría que incluir y, por tanto, no se debería aprobar, y los artículos 3* y 6*, 
que a nuestro entender requieren ajustes o modificaciones. 


El análisis del artículo 3” nos lleva a proponer que se excluya de su texto la expresión “como 
medida cautelar”. Para explicar por qué pretendemos esto, debemos introducirnos, concretamente, en 


Derecho Procesal Tributario. Allí se establecen las normas procesales tributarias y su relación con las 
normas de Derecho Procesal general o común. En el artículo 85 del Código Tributario se regula y se 
sostiene expresamente que las normas procesales tributarias tienen carácter excepcional frente a las 
normas procesales generales. Esto es lógico porque el Derecho no se repite, sino que se remite; y las 
normas especiales se remiten a lo previsto en las normas generales. En las normas generales existen 
los procesos cautelares y en las normas específicas tributarias también existen procesos cautelares 
específicos. En las normas generales, las medidas o los procesos cautelares tienen una conformación 
diferente a las llamadas medidas autosatisfactivas. Si llevamos esto al terreno tributario, nos 
encontramos con que el legislador tributario estableció en el artículo 87 del Código Tributario medidas 
cautelares, y en su artículo 90 medidas autosatisfactivas. Podríamos decir que el legislador se 
adelantó casi quince años al Código General del Proceso. 


La función que tienen las medidas cautelares tributarias es proteger la incolumidad del 
crédito fiscal, que puede estar en vías de determinación, o ser determinado y cierto, o sea, ya resuelto 
por actos de determinación. En la práctica, el 99% de las medidas cautelares solicitadas por la 
Dirección General Impositiva son sobre créditos en vías de determinación. Esto quiere decir que no son 
créditos ciertos, no son créditos acertados, no son créditos determinados, sino que están en vías de 
determinación. Es decir, se realizó la inspección y luego, sin que el contribuyente haya tenido 
conocimiento ni posibilidades de defenderse, se solicitan medidas cautelares. En este caso, para la 
DGI basta la sospecha para solicitar al Juzgado que dicte las medidas cautelares. Las medidas 
autosatisfactivas cumplen una función diferente, pues no persiguen solamente proteger la incolumidad 
del crédito fiscal sino que también pretenden su satisfacción. Esto está previsto en el artículo 90 del 
Código Tributario, que alude a la intervención preventiva. Se trata de una intervención muy profunda en 
la esfera de caja de la empresa, ya que habrá un funcionario interventor designado por el Juez, y no se 
va a pagar en el Juzgado, sino directamente al fisco. Quiere decir, reitero, que esta medida 
autosatisfactiva tiene vigencia en el artículo 90 del Código Tributario. 


Puedo asegurar que en mi vida profesional solo una vez vi la aplicación de la intervención 
preventiva prevista en el artículo 90, ya que nunca más se pidió. Lo que hace la Dirección General 
Impositiva desde hace unos años es pedir intervenciones de caja como medida cautelar, y luego que 
el Juzgado decreta esa intervención, solicita la orden del pago, transformando la medida cautelar en 
una autosatisfactiva. ¿Dónde está el daño? Para decretar una medida autosatisfactiva tributaria, el 
legislador estableció condiciones precisas en el Código Tributario: los créditos tienen que ser ciertos y 
determinados y los atrasos, por ejemplo, en el pago de facilidades de pago, deben ser prolongados, 
estableciéndose qué tipo de atrasos son los que permiten ir a la medida autosatisfactiva. La certeza en 
el crédito y los atrasos en las facilidades de pago no se verifican con las medidas cautelares del 
artículo 87. 


¿Cómo trasladamos todo esto al artículo 3%? Con el pretexto de dar un beneficio al 
contribuyente, dicha disposición pretende legalizar una práctica que hoy no tiene ningún fundamento. 
En ese sentido, ha habido diversos pronunciamientos jurisdiccionales de Tribunales de Apelaciones en 
lo Civil que han negado la posibilidad de estas medidas autosatisfactivas solicitadas por la DGI. Para 
que quede constancia en la versión taquigráfica, voy a mencionar la sentencia 106/2006 y la 433/2009 
del Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Primer Turno, y la sentencia 63/2008 del Tribunal de 
Apelaciones en lo Civil de Tercer Turno. Esta última invocó el principio general de conservación de la 
empresa contenido en el Código General del Proceso. A su vez, el Tribunal en lo Civil de Cuarto Turno, 
en la sentencia 313/2007, consideró que la pretensión de la DGl se asemejaba a una medida 
innovativa con naturaleza autosatisfactiva que sobrepasa, rebasa, desborda y excede el interés 
tutelable, cierto y manifiesto que es ajeno a la cognición sumaria del típico proceso cautelar. Esto está 
absolutamente claro en esta sentencia; y téngase presente que estamos hablando de sentencias de 
Tribunales de Apelaciones que en todos los casos revisaron sentencias de Primera Instancia que 
habían admitido ilegalmente esta posibilidad. 


En cuanto a la intervención de la caja, no es posible ni legal que, una vez retenidas esas 
sumas —que son depositadas por el interventor en el Banco de la República a la orden de la sede— la 
Dirección General Impositiva solicite la orden de pago correspondiente. Sin embargo, la norma 
proyectada prevé esta situación y, concretamente, establece cuándo se le debe otorgar fecha valor. 
Entonces, vemos que se pretende legalizar una práctica que algunos Juzgados han admitido, que los 
tribunales han revocado —como se observa en esta sentencia que he sostenido— y que no corresponde 
con el régimen procesal tributario regulado en el Código Tributario. 


SEÑOR MICHELINI.- Nuestros invitados nos expresan que las medidas cautelares han sido revocadas 
en diferentes circunstancias y sentencias. Por lo tanto, en el futuro, en nuestro ordenamiento jurídico 
las medidas cautelares de caja no van a existir o serán excepcionales. Ahora bien, estas no las 
determina la Dirección General Impositiva. 


SEÑOR PÉREZ.- No, sino que las solicita. 


SEÑOR MICHELINI.- Bien. Entonces, la justicia concede o no esas medidas. Si lo hace, habrá una 
retención de determinados dineros, pero estos los solicita la Dirección General Impositiva porque no los 
puede tomar y es un Juez el que dispone si se otorgan o no. Si se dan, según lo que dice el artículo, 
solo se cancelan los adeudos en la medida en que el plazo no sea mayor de seis meses. Eso es lo 
que estoy leyendo. 


O sea que puede darse una situación en la cual, por evasión, sospecha, etcétera, la Dirección 
General Impositiva pida a la sede las medidas cautelares, incluida la medida cautelar de la caja. La 
sede se las dará o no. Según lo que se ha dicho en la mañana de hoy, en algunos casos las han 
concedido y esas decisiones han sido revocadas. Pero si las medidas cautelares están y la sede las 
otorgó, se realiza la retención de determinados dineros. Cuando la Dirección General Impositiva solicita 
que se le vuelquen esos dineros, hay que realizar diversos trámites con determinados plazos, y a 
veces esos recursos se desvalorizan. Entonces, después de que se logra una medida cautelar, se 
hacen las retenciones y se liberan los fondos, por ejemplo, dentro de dos años. Por tanto, no se debe 
pretender que en ese momento esté cancelando los adeudos. Eso es lo que entiendo; no afirmo que 
sea así y quizás nuestros invitados me puedan ayudar a comprender este tema. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- El tema está vinculado al plazo que figura en el artículo 5%. ¿Qué es lo que 
sucede en la realidad? La Dirección General Impositiva solicita una medida cautelar, o sea, el embargo 
genérico de la empresa y, luego de ello, se solicita una intervención de la caja. También puede solicitar 
que se le notifique la medida cautelar a un supermercado. Entonces, a partir de ese momento 
comienza la función recaudatoria. El punto en juego es que esa función solo se podría iniciar una vez 
que se dicte el acto de determinación. 


Ahora, cuanto más se prolonga el dictado del acto de determinación, más se recauda. Es 
evidente el interés recaudatorio que tiene la Administración. Con esto no estamos diciendo que la 
Administración esté haciendo algo mal sino que se está exorbitando el ámbito de una medida cautelar. 
Esta es la interpretación que le damos nosotros. 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- Quiero hacer alguna puntualización que conversamos y analizamos pero 
que no hemos explicitado. Nuestra objeción —-como bien señaló el doctor Pérez Novaro- se refiere a 
que esta norma en realidad está tergiversando, cambiando y regulando de nuevo algo que ya estaba 
regulado. Si no se quiere que rija de esa manera, está bien que se modifique porque para eso están 
las leyes, pero lo que estamos cambiando es el Código Tributario. Lo que queremos hacer notar es que 
existe esa situación, que a lo mejor no fue debidamente comprendida. Desde mi punto de vista, que 
tengo un poco de experiencia en esta materia, el propósito de esto es absolutamente aprobable y no 
hay ninguna duda de que esto beneficia al contribuyente. Los señores Senadores deben saber —y 
permiítanme la impertinencia— lo que significa dar fecha-valor al dinero que se puso en una caja del 
Banco de la República, en donde permanece casi una eternidad. ¡No saben lo que significa poder 
lograr que ese dinero del Banco de la República obtenga autorización del Juzgado —a solicitud de la 
DG|- y cuente con la anuencia del contribuyente —al que ya le habían retenido el dinero—- a fin de 
pueda ser pasado a la caja de la DG!! ¡Es terrible! Entonces, nos parece muy bien, pero lo único que 
añadiríamos es que esto mismo se agregara en todo el sistema, porque esta no es la única situación 
de injusticia con respecto a los dineros del contribuyente. Insisto que está bien lo que se hace; es 
bueno empezar por algo y nosotros no lo discutimos en absoluto. Ahora bien, hay una pequeña 
picardía atrás de esto porque la norma -probablemente, sin ninguna intención— está cambiando la 
situación que regula desde hace años el Código Tributario, ley que se supone tiene un grado de 
estabilidad totalmente diferente al de una norma común. Esto es lo que ha tratado de explicar el doctor 
Pérez Novaro. 


En este caso se deben tener en cuenta dos aspectos: el propósito y la consecuencia jurídica. 
A todos nos parece muy bueno el propósito; lo único que agregaríamos es que se abarque un poco 


más porque esta no es la única situación absolutamente injusta que se plantea. Además, ¿por qué 
poner un plazo de 6 meses? No tiene sentido. ¿Por qué el contribuyente tiene que ser rehén de una 
situación que no regula? En el medio están la Administración, el Juzgado y el Banco de la República, 
que tiene que dar su aprobación, y no se crean que lo hace de un día para el otro. Entonces, insisto, 
¿por qué el plazo de 6 meses? ¿Por qué no se establece simplemente que tendrá fecha-valor, sea cual 
sea la fecha? Los dineros se sacan de la empresa el día 1 y se los dan a la DGI el día 20; entonces la 
fecha valor debe ser la del día 1, porque si no la Impositiva va a cobrar recargos desde el día 1 al 20. 
Digo esto porque no cobra los recargos hasta el momento en que se deposita el dinero en el Banco de 
la República sino hasta el día que encaja en la DGl. Como dije: eso es tremendo, espantoso. Aclaro, 
además, que no estamos hablando de 20 días; les puedo garantizar que es muchísimo más. Esto no 
es contra la Dirección General Impositiva; fui funcionario de ese organismo desde 1965 hasta el año 
2001 y sé mucho sobre este tema. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Seis meses no alcanzan? 


SEÑOR D'ALESSANDRO..- Eso no tiene sentido; mi dinero vale desde el día en que me lo sacaron y si 
lo debo —todavía no sé, porque es una presunción, una sospecha, ya que no hay un acto de 
determinación— tengo que contar al menos con el derecho de que me cobren lo que corresponde. Si 
pierdo dinero porque el dólar aumentó muchísimo, es otro problema; en este caso no tengo que perder 
dinero yo sino el sistema ya que, repito, el dinero me lo sacaron hoy. Aclaro que cuando digo “me lo 
sacaron” es a los efectos de ser gráfico; legalmente me lo retuvieron, pero legalmente también deben 
reconocer que fue en esa fecha y no cuando lo encaja la Dirección General Impositiva. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Sobre este punto quiero decir que no nos estamos oponiendo al artículo, 
no pedimos su eliminación sino que se acote, se elimine solamente lo de la medida cautelar, por las 
razones que ya expliqué. Cuando se habla de proceso ejecutivo, nos queremos referir a créditos 
firmes, ciertos, que el contribuyente no recurrió y, si lo hizo, fueron confirmados por el Ministerio. En 
estos créditos ciertos no tenemos ningún problema en aplicar esta norma; incluso, se podría hasta 
mejorar, tal como ha planteado el contador D'Alessandro. Repito que lo que no queremos es que se 
aplique la medida cautelar. 


¿Acaso los señores Senadores creen que queremos cortar la mano a la Dirección General 
Impositiva? No, no queremos hacer eso y ya tiene las facultades para dictar el acto de determinación; 
este organismo y el Banco de Previsión Social crean sus propios títulos ejecutivos y tienen esa 
posibilidad, que es absolutamente excepcional en nuestro Derecho. Cuando hablamos de un crédito 
bancario tenemos que firmar, pero el título ejecutivo que conforma una resolución de la Dirección 
General Impositiva o del Banco de Previsión Social puede estar aun en contra de la conformidad de la 
persona e igualmente vale. Quiere decir que solo estamos restringiendo la aplicación de esta 
disposición a cuando se trata de una medida cautelar, porque se utiliza este instrumento cuando el 
crédito está en vías de determinación. Si la Administración quiere hacer una intervención de caja, 
perfectamente tiene la posibilidad de aplicar el artículo 90, que está vigente desde hace casi 35 años y 
que solo se utilizó una vez en un expediente. 


SEÑOR MICHELINI.- De esta forma ¿no quedan casos que no son contemplados? 
SEÑOR PÉREZ NOVARO.- No, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo que estamos tratando de hacer es que sobre el dinero que se retiene de una 
u otra forma, que supuestamente salda una deuda —aunque todavía habría que verificar si es así- se 
apliquen una serie de intereses como si hubiera estado depositado, con los cuales quizás se podría 
llegar a la cancelación de la deuda. 


Respecto al plazo de seis meses que se establece, haremos las consultas del caso porque me 
parece que puede ser un buen aporte. Si retiramos la medida cautelar —tal vez nuestros invitados tenga 
razón—- quizás haya algunos casos que no refieren al proceso ejecutivo de intervención de caja ni a la 
retención de créditos, que estemos dejando afuera de esta medida. Sé que usted no comparte la 
aplicación de la medida cautelar y que ha habido sentencias en contra, pero puede haber algún caso 
en que a ese contribuyente lo dejemos fuera de esta norma y lo estemos perjudicando. Digo esto 
porque no se establece que se aprueban las medidas cautelares, sino que en determinadas 


circunstancias y cuando se decretan medidas cautelares, el contribuyente va a poder hacerse fuerte 
diciendo que el dinero que le retuvieron corresponde a la suma cierta necesaria para cancelar la 
deuda; esto es a favor del contribuyente. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO..- En ese caso, tiene que ver el plazo. En el Código Tributario no hay ningún 
artículo que establezca que la Administración tiene que dictar el acto de determinación en determinado 
plazo. Al respecto, se pueden citar casos concretos. Seguramente, los señores Senadores recordarán 
el denominado “operativo desplume” —el de los pollos— llevado a cabo por la Dirección General 
Impositiva en el año 2004 y que tuvo amplia repercusión; ese proceso duró meses y agotó a los 
funcionarios de la DGI. Concretamente, recuerdo el expediente de un racionero —-que nada tiene que 
ver con los frigoríficos de los pollos— que aún hoy, en el año 2011, no tiene acto de determinación. 


Si la Administración quiere recaudar y hacerlo por la vía de la intervención de caja, que 
acelere el procedimiento para llegar al acto de determinación y con este logrará tener la intervención 
preventiva y posibilidades de un juicio ejecutivo. Si no procedemos así, se puede llegar a romper aún 
más el equilibrio del Código Tributario que, por cierto, ya está bastante roto. 


Evidentemente, lo único que queremos proteger es la aplicación, de acuerdo a derecho, del 
artículo 87 del Código Tributario. 


Era cuanto quería expresar. 
SEÑOR D'ALESSANDRO..- Quiero apoyar las palabras del señor Senador Michelini. 


Considero que la intención —creo haberlo dicho y lo reafirmo-— es clarísima y positiva: tratar 
de compaginar una intención con una norma jurídica que se integre a lo que ya tenemos vigente y que 
hasta ahora ha sido muy positivo. Si esa es la intención del Poder Ejecutivo —-muy loable, por cierto— 
¿por qué no damos un paso más agresivo? 


SEÑOR MICHELINI.- Habría que consultar al señor Ministro. 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- Por esa razón se los planteo a los señores Senadores. ¿Por qué no 
damos un pasito más sin importar las circunstancias? ¿Por qué no determinamos —yo no sé redactar a 
pesar de que en algún momento lo tuve que hacer bastante— que cada vez que un dinero sea retirado 
de la caja de una empresa con toda la legalidad que eso requiere y entre en indisponibilidad para ella y 
para la Dirección General Impositiva, exista un período de reconocimiento de fecha de valor para 
realizar el pago final? Allí terminaría el proceso. No creo que de esta forma se violente demasiado, tal 
vez nada. 


SEÑOR MICHELINI.- Eso me parece muy interesante. 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- Cuando el Senado lo entienda pertinente, podremos analizarlo con mucho 
gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa considera que la propuesta realizada ha quedado suficientemente 
fundamentada por parte de los invitados. Queda por considerar el artículo 6*. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Con respecto al artículo 6%, quisiéramos plantear dos opciones: su 
modificación o su exclusión. 


Si se opta por su modificación, hacemos la siguiente sugerencia. Se podría sustituir la 
expresión: “A partir de la vigencia de la presente Ley,” por: “Interprétase en forma auténtica que,” y 
luego el artículo continuaría tal como figura en el proyecto de ley original. A su vez, al final y luego de: 
“su respectiva cuantía”, se podría agregar una coma y continuar señalando: “lo que deberá ser 
confirmado por el jerarca o supervisor del equipo inspectivo y notificado a los sujetos pasivos de 


acuerdo al artículo 46 del Código Tributario para que tenga los efectos previstos por el artículo 39 del 
Código Tributario.” 


De esta forma, el artículo 6* diría: “Interprétase en forma auténtica que, cuando los sujetos 
pasivos sean auditados por la Dirección General Impositiva, el acta final de inspección deberá 
establecer por períodos, cada uno de los impuestos, así como su respectiva cuantía, lo que deberá ser 
confirmado por el jerarca o supervisor del equipo inspectivo y notificado a los sujetos pasivos de 
acuerdo al artículo 46 del Código Tributario para que tenga los efectos previstos por el artículo 39 del 
Código Tributario”. 


¿Por qué sugerimos esta modificación? Este tema es susceptible de ser analizado desde dos 
puntos de vista: desde la óptica del Derecho Tributario formal y desde la del Derecho Administrativo. 
Como se trata de enfoques complementarios, voy a hacer referencia al primero de ellos y luego el 
doctor Pezzutti se va a ocupar del segundo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera plantear una pregunta a nuestros invitados. Cuando el doctor Pérez 
Novaro alude a la interpretación auténtica, ¿se refiere a la fecha en que se aprobó la norma? Una cosa 
es que la disposición tenga efecto de aquí en adelante y otra es realizar la interpretación auténtica. En 
caso de pronunciarnos por la interpretación auténtica, no estoy en condiciones de señalar —quizás 
ustedes sí-— cómo esta norma afectaría a todos los casos anteriores. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Justamente, señor Senador, la modificación que se propone consiste en 
respetar la definición doctrinaria efectuada hace muchos años por Rafael Novoa, quien durante largo 
tiempo fuera Director de la División Jurídica de la Dirección General Impositiva. 


Esa definición doctrinaria que es recogida en la modificación ha sido seguida por el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo en diversas sentencias. A fin de que quede constancia en la versión 
taquigráfica, voy a mencionarlas concretamente y, a su vez, les indicaré dónde pueden ubicarlas. 


En efecto, se trata de la sentencia N* 477/2008 del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
publicada en la página 853 de la Revista Tributaria N* 212, la sentencia N* 106/ 2009 del TCA, 
publicada en la página 681 de la Revista Tributaria N* 217 y la sentencia N* 644/2007 del TCA, cuya 
suma figura en la página 285 del Tomo II del Anuario de Derecho Financiero. 


A través de esta jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo se otorgó plena 
garantía al ejercicio del derecho del debido proceso, porque se anularon actos administrativos que 
habían adjudicado efectos interruptivos del término de prescripción tributaria cuando no se había 
notificado a los contribuyentes o sujetos pasivos del acta final de inspección, que había sido dictada 
pero no notificada. Entonces, tanto en el Tribunal como en los dictámenes del Procurador del Estado, 
se entendió que esos actos dictados por la Dirección General Impositiva eran ilegales y fueron 
anulados. 


Por lo tanto, no tenemos el honor de compartir la afirmación que efectuó el Director General 
de Rentas en su comparecencia ante esta Comisión, quien expresara que la Administración Tributaria 
no tiene la obligación de notificar al contribuyente de los resultados de la inspección. Tiene la 
obligación, no porque el texto lo exprese —allí no lo dice— sino porque la Administración Tributaria se 
halla obligada no solo por los textos legales, sino también por los principios constitucionales, y estos 
pueden estar explícita o implícitamente reconocidos en la Carta. En este caso, está explícitamente 
reconocido en el artículo 12 de la Constitución mediante el principio del debido proceso, que es el que 
invoca el Tribunal para anular esos actos. Por estas razones entendemos que es pertinente la 
modificación de esta disposición contenida en este proyecto, por cuanto viene a definir completamente 
el acta final de inspección. Ahora bien; si se aprobara el texto como viene, el legislador tiene que ser 
consciente de que estará aprobando algo que no se compadece ni con la definición doctrinaria recibida 
plenamente —es decir, la de Rafael Novoa— ni con la jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


SEÑOR MICHELINI.- Comparto esa preocupación pero el Director de Rentas dice que si bien no existe 
una obligación, se está planteando esta norma para que de aquí en adelante sí exista. 


Independientemente de los aspectos constitucionales que el doctor ha determinado, está claro que la 
DGI plantea establecer la obligación de que cuando se termina la inspección o el trámite, se informe 
claramente qué es lo que se está cobrando. Entiendo que con la primera modificación que se plantea al 
artículo 6 -independientemente de la segunda que se propone a este artículo- en el sentido de 
establecerlo como interpretación auténtica, se estaría diciendo que vuelve todo para atrás y que se 
abarcarían todos los casos en que la DGI no lo hizo. Me parece que de esa forma podríamos estar 
generando una situación de caos y, además, puede haber muchos casos en los que la DGI ni siquiera 
tenga la documentación, o incluso que los funcionarios que actuaron se hayan jubilado. Me da la 
sensación que lo correcto sería aplicar lo que se dispone de aquí en adelante, pues quien hizo el 
reclamo ya obtuvo un resultado; sin embargo, aplicarlo como interpretación auténtica incluso me 
genera la interrogante de hasta cuánto tiempo atrás se abarcaría. Considero que este tema, al menos, 
habría que valorarlo un poco más. 


SEÑOR PEZZUTTI.- No quiero dilatar el tiempo que los señores Senadores nos han brindado tan 
generosamente, por tanto, voy a ser muy breve. Considero que a la consulta se aplican las dos 
hipótesis: es tan arriesgada la incorporación de la norma en estos términos, como razonar en sentido 
contrario en cuanto al riesgo que implica la modificación. Si incorporamos la norma, posiblemente se 
genere una interpretación que convalide actuaciones que fueron declaradas ¡legítimas por el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo y que están en curso; si se dispone que esta normativa sólo se 
aplicará de ahora en adelante, implícitamente se podría generar la posibilidad de que se interprete que 
en el pasado eso no ocurría. A nuestro juicio, esa interpretación es equivocada porque esto tiene que 
ver con principios constitucionales que no tienen carácter de disponibilidad para la Administración e, 
incluso, tengo dudas sobre si lo tienen para el legislador. ¿Cuál es el sentido de esto? Cuando el 
contribuyente está participando en un procedimiento inspectivo, tiene el derecho de conocer de qué 
hechos concretos se le está imputando, es decir, de conocer los motivos del futuro acto de 
determinación; tal es la relevancia que le da el Código a ese hecho, que interrumpe la prescripción de 
los tributos. ¿Cómo puede generar un efecto tan relevante sin que, al mismo tiempo, la información que 
recibe el contribuyente no sea completa, sobre todo teniendo en cuenta que ese es el puntapié inicial 
para el dictado del acto de determinación definitivo y, finalmente, la convalidación de una eventual 
obligación tributaria? Nosotros entendemos que el deber de la Administración no deriva de establecer 
los tributos, no deriva de que la ley lo establezca. Tal como lo señala el Profesor Pérez Novaro, antes 
se derivaba de los principios constitucionales. Disponer que esto es exigible a partir de la vigencia, de 
alguna manera, convalida situaciones en las cuales el ordenamiento ya es muy claro y establece que 
no serían legítimas. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Tienen una idea del monto? 


SEÑOR PEZZUTTI.- Aclaro que lo que estaría en entredicho son los actos que no son firmes, porque 
los que son firmes y no fueron impugnados no generaría el derecho a presentar una reclamación 
judicial. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Existe la posibilidad de que se presente un recurso de nulidad? 


SEÑOR PEZZUTTI.- En mi opinión profesional, los actos firmes no generan la posibilidad de plantear la 
nulidad del acto administrativo. 


SEÑOR MICHELINI.- Comparto que si la norma fuera aprobada tal cual está, los actos que son firmes 
no tendrían problema, y los casos que están en trámite apelarían a la Constitución. Ahora bien, si se 
estableciera que la interpretación auténtica es esta y se va a la fecha, se estaría haciendo una 
interpretación que en su momento la Administración y el contribuyente no hicieron. En ese caso, no 
estaría tan seguro de que a partir de la aplicación de la norma no se presenten reclamaciones pidiendo 
que se devuelvan recursos porque no se les dio la transparencia o la información adecuada. Al menos 
aceptemos que si esa fuera la interpretación, como legisladores estaríamos generando un inmenso 
caos económico. 


SEÑOR PEZZUTTI.- Considero que el planteo realizado por el señor Senador Michelini es muy 
prudente. Pero quiero recordarle que, conforme a la Constitución, los actos administrativos solo pueden 
ser consecuentemente impugnados y anulados —me refiero al inicio del trámite o vía crucis que lleve a 
su anulación—- luego de transcurridos diez días corridos desde que fue dictado. Según mi humilde 


juicio, no habría una vía procesal para lograr la anulación del acto administrativo que hubiera quedado 
convalidado por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo o firme por la ausencia de impugnación si 
se diera el efecto que hemos transmitido. En esto creo reflejar la unánime opinión de la doctrina en 
materia de Derecho Administrativo. Sin duda, hay una cuestión económica respecto de los casos 
presentes y abiertos, que es la misma cuestión económica que se presenta respecto de aquellos 
contribuyentes que tienen la sana expectativa de que su garantía del debido procedimiento haya sido 
respetada con las normas que hasta hoy se reconocen, y que por una interpretación que surja de la 
norma se dé vuelta la situación y se vean afectados sus derechos. 


Como no quiero extenderme más, voy a cerrar mi intervención ratificando un punto al que se 
refirieron mis colegas de manera contundente, pero con un perfil distinto. No nos presentamos como 
un club de defensa de los contribuyentes —el estatuto del Colegio de Abogados no lo permite— pero 
cuando se habla del plazo para que la Administración se exprese, estamos planteando la vigencia 
plena de los preceptos constitucionales basados en los principios de eficacia y de eficiencia, así como 
en el de buena administración que está consagrado en el artículo 311 de la Constitución. Acá no 
hablamos de conveniencia, sino de preceptividad de disposiciones constitucionales. Por lo tanto, un 
plazo establecido a la Administración para que se pronuncie va en beneficio del contribuyente, pero 
además, va en beneficio de la buena administración, que es lo que debe buscarse conforme al artículo 
311 de la Constitución de la República. Quise ratificar estos conceptos porque su aplicación no 
redunda en un beneficio solamente para el sector privado. 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- Voy a comenzar por lo último que ha dicho el doctor Pezzutti. Es muy 
cierto todo lo que se ha manifestado. Existen claros ejemplos sobre cómo una norma de este tipo, que 
puede ser corregida y modificada, va en beneficio de la Administración. Hay empresarios que al 
enfrentarse a una auditoría tributaria en forma expresa la dilatan o —si me permiten la expresión- tiran 
la pelota hacia delante, sin importarle las consecuencias, porque mientras tanto realizan determinadas 
actividades para su propio beneficio; por supuesto, no voy a juzgar esto. Si se pone un plazo, se 
garantiza que esa situación de descuido de decir: “vení mañana” o :“llamame dentro de una semana 
porque estoy muy ocupado”, se termina. Los empresarios tendrán que cumplir necesariamente con los 
plazos. No se trata solamente de que la Administración sea rápida para resolver, sino que también 
tiene que serlo el contribuyente; tengamos en cuenta que, como ocurren en todos los ámbito, hay 
muchos pícaros. Me parece que esta aclaración es muy importante. 


La segunda aclaración que quiero hacer tiene que ver con el artículo 6%. Quiero decir que 
cuando discutimos en nuestro seno esta situación, entendí perfectamente los argumentos. 


Confieso que me parece muy atinado lo que dice el señor Senador Michelini, pero lo cierto es 
que se puede entrar en una discusión muy difícil de resolver, habida cuenta de que no conocemos el 
backup de todo esto ni sabemos cuáles pueden ser las consecuencias; tampoco lo sabe la Dirección 
General Impositiva, ni el señor Senador, por lo que él mismo ha dicho. 


Entonces, me parece que lo más atinado es eliminar la norma. Si esta es la voluntad del 
Poder Ejecutivo, basta con que haya un instructivo interno de parte del Ministerio a la Administración, o 
directamente de la Administración, que simplemente diga que está reconociendo la aplicación de 
determinada norma constitucional y, por lo tanto, dé instrucciones a todo su cuerpo inspectivo o a sus 
dependientes para que, efectivamente, el acta contenga lo que debe tener. 


Una pequeña y última precisión: no olvidemos que estamos hablando del acta final de 
inspección y no del acto de determinación, que ya está regulado en el Código Tributario. Entonces, si la 
eliminamos, no le hacemos mal a nadie, todo sigue como está y la Administración fundamenta su 
actitud. Aclaro que últimamente he visto que todas las actas tienen la determinación de monto y plazo; 
no recuerdo si no hay una cláusula de notificación, pero basta con pedir una copia para saberlo. 
Insisto: si eliminamos la norma, no se generan más problemas, sigue el mismo statu quo y la oficina, 
motu proprio, así como sacó esa forma de tratamiento de las obligaciones, se obliga a pedir a todos 
sus funcionarios que lo incluyan en el acta. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Los casos jurisprudenciales que cité refieren exclusivamente a omisiones 
que tuvo la Administración y que son naturales en miles de expedientes. Siempre puede haber un error; 
no estoy diciendo ni pretendo que se entienda que estamos acusando a la Administración de dictar el 


acto de determinación y guardarlo en un cajón ex profeso, porque lo normal es que se dicte el acta final 
de inspección y se notifique. Pero a veces, quizás en un expediente en mil, ocurre que no se realiza la 
notificación y el caso termina en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. En definitiva, no se 
pretende acusar a la Administración de una conducta que no es la que ha tenido durante 35 años. 


SEÑORA AZPIROZ.- Mi colega, el contador D'Alessandro, propone eliminar este artículo 6%, pero 
quizás quedaría mejor si comenzara diciendo: “Cuando los sujetos pasivos sean auditados”. De esta 
forma resulta más preciso y se le da valor de ley a esto, lo que es importante, porque se nos pararían 
los pelos de punta si dijéramos que hay situaciones en que el contribuyente no está notificado o no 
conoce la cuantía, o el Director y su supervisor no ratifican esta orden de inspecciones. El asunto es 
bastante grave y quizás podría solucionarse de la forma mencionada. 


Creo que nuestra presencia aquí muestra algo muy positivo que está sucediendo en nuestro 
país, debido a la complejidad de todo lo que ocurre en la sociedad moderna. Concretamente, me 
refiero al trabajo interdisciplinario. Aplaudo el hecho de que estemos trabajando en conjunto el Colegio 
de contadores y el de Abogados, y no en un club de contribuyentes. Soy contadora e ingresé a la DGI 
en el año 1965, en el mismo concurso que el contador D' Alessandro; hago esta acotación porque son 
muchos años de lucha. 


Quiero aclarar al señor Senador Michelini que cuando se analizó el artículo 5%, el doctor Varela 
dijo que un texto ordenado que busque la seguridad del contribuyente tendría que actuar con un 
bisturí, porque no se está más allá de la Constitución y del precioso Código Tributario que tenemos. 
Entonces, ¿qué ocurriría si se creara un texto ordenado, tal como lo expresa el artículo 5%? Esa carta o 
el estatuto del contribuyente podrían diferir de las que se están estableciendo a nivel internacional, en 
la medida en que las DGl del mundo están teniendo mejores herramientas y mayores formas de 
recaudar. Recién se habló de la renta mundial, de la globalización y la pérdida de importancia de la 
Aduana —tal como señaló el doctor Varela— frente a la DGI. Tenemos que crear el mejor de los 
equilibrios para el contribuyente. 


Por otro lado, me gustaría expresar a los señores Senadores lo que siento después de 
dedicar la vida a la materia tributaria. 


El sistema tributario está dentro de un sistema económico y este, a su vez está contenido en 
el sistema vital. Esto quiere decir que cuando hablamos de contribuyentes y de impuestos, nos 
estamos refiriendo a personas, a todos los que pagamos y, a veces, cobramos o liquidamos impuestos; 
sobre todo, somos receptores de los servicios que se pagan con los tributos, porque utilizamos la 
carretera, vamos al aeropuerto, etcétera, es decir, formamos parte de una sociedad. Por eso el 
equilibrio es absolutamente fundamental. Si se pierde, se deterioran los pequeños empresarios, porque 
la mayoría de los abogados defienden a las grandes empresas; sin embargo, el 96% son pymes. 
Trabajo como contadora y sé que al pequeño empresario le es muy difícil contratar a un abogado. 


Por todo esto insistimos en que el artículo 5%, que crea un texto ordenado, es insuficiente. Por 
consiguiente, cuando el Colegio de Abogados y el de contadores presentan un trabajo en conjunto, es 
de vital importancia que sea analizado y que se reflexione acerca de por qué es sustancial el equilibrio 
de las fuerzas entre el contribuyente y el fisco. 


SEÑOR MICHELINI.- A mí me parece que hoy deberíamos tener el texto ordenado y las normas 
vigentes, para que todo el mundo pudiera informarse. Otra cosa distinta es si hay algún desequilibrio, 
porque hay que solucionarlo. Ahora bien, supongamos que restaurar estos desequilibrios nos lleve dos 
años, obviamente, hoy deberíamos tener el texto ordenado. En lo personal, si estuviera de ese lado me 
preguntaría por qué esperar un año para crear el texto ordenado; mejor que se realice en seis meses y, 
además, se actualice cada dos años o cada vez que se necesite. 


Pero aquí se trata de dos cosas distintas. Una de ellas es tener un compendio de todas las 
normas vigentes, y otra distinta es que si hay desigualdades, los legisladores las tienen que resolver. A 
mi juicio, cuando se solucionen las desigualdades vamos a tener que contar con un texto ordenado, y 
si después se modifican los aspectos impositivos, habrá que confeccionar otro, porque es necesario 
tener un compendio de todas las normas para que podamos tener acceso a ellas. 


Entonces, poniéndome en el lugar de nuestros visitantes, en lugar de eliminar el artículo 5*, 
propondría acortar el plazo a seis meses y, además, que cada dos años se actualizara el texto 
ordenado, independientemente de que los parlamentarios, en el correr del tiempo, cuando fuere 
necesario, equilibren la balanza. 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- Deseo hacer una pequeña aclaración al señor Senador Michelini. Sé que 
en principio eso es compartible, pero el Poder Ejecutivo no necesita ser mandatado por el Poder 
Legislativo para hacer una recopilación; es grande e inteligente, y todos sus integrantes son técnicos 
de primera línea que pueden hacer un decreto que no precisa ley. No hay necesidad de mandatarlo, 
pero si lo vamos a hacer, hagamos una ley y pongamos condiciones correctas para que todos sepan 
que estamos frente a una norma de esta naturaleza. Personalmente, siento más respeto por una ley 
que por un decreto que, además, hace una recopilación. Por experiencias anteriores sabemos que las 
recopilaciones en algunos aspectos integran normas que no son de rango legal pero lo adquieren por 
esa vía, y desde nuestro punto de vista eso no puede ser convalidado. No se puede mandatar al Poder 
Ejecutivo a que haga determinada cosa y decir que lo otro va a quedar en la nada; nos parece que eso 
no es admisible y queremos decirlo con toda claridad. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero saber si a esta iniciativa se le va a dar rango parlamentario, es decir si 
algunos señores Senadores la vamos a firmar para que ingrese, sin asumir responsabilidades sobre 
ella. Digo esto porque, en ese caso, si fuera necesario hacer algunas correcciones finales al proyecto 
de ley, solicitaría que las hicieran para no presentar un texto que luego deba ser corregido. 


SEÑOR D'ALESSANDRO.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie más desea hacer uso de la palabra, agradecemos mucho la 
presencia de la delegación y la información brindada. 


SEÑOR VARELA.- Muchas gracias por el tiempo que nos han dispensado. 


(Se retiran de Sala los integrantes de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados del Uruguay 
acompañados por integrantes de la Comisión Tributaria del Colegio de Contadores) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es indudable que vamos a tener que realizar diversas consultas con el 
Ministerio de Economía y Finanzas y con la Dirección General Impositiva sobre lo que nos han 
planteado nuestros invitados. 


SEÑOR COURIEL.- Con anterioridad les tenemos que enviar la versión taquigráfica de esta sesión. 


SEÑOR HEBER.- Aquí no hay posiciones enfrentadas, sino que lo que queremos es que este proyecto 
de ley, que es bueno, salga de la mejor manera, teniendo en cuenta lo planteado por el señor Senador 
Michelini y nuestros invitados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pregunto a los señores Senadores si el próximo jueves 19 estarían dispuestos 
a tener una reunión con las autoridades. 


SEÑOR HEBER.- En lo personal, no tendría inconvenientes. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Y a quién recibiríamos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo más conveniente sería convocar a los representantes de la Dirección 
General Impositiva. Si los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas también quieren 
concurrir, serán bienvenidos. 


SEÑOR HEBER.- Como muy bien ha dicho el señor Senador Couriel, con antelación hay que enviarles 
la versión taquigráfica de esta sesión. 


De todas maneras, creo que lo más importante es encontrar una solución para el artículo 5. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio, con el artículo 5%, el Poder Ejecutivo nos está planteando la 
posibilidad de realizar un estatuto del contribuyente, más allá de que lo podría hacer por iniciativa 
propia. Entonces, solicitemos la opinión de las autoridades sobre este proyecto de ley y sobre la 
importancia que tiene ese aspecto. 


SEÑOR AMORÍN.- Es importante que votemos este proyecto de ley lo antes posible, quizás en las 
primeras sesiones del mes de junio, porque hay una cantidad de contribuyentes esperando la 
resolución de este tema. En muchos casos, este proyecto de ley da beneficios muy importantes. 


Ahora estoy en condiciones de votar muchos de los artículos del proyecto de ley, pero desde 
ya anuncio —salvo que me convenzan de lo contrario- que no voy a acompañar el artículo 5*. 
Francamente, la carta del contribuyente es algo muy importante y considero que el artículo 5% no la 
crea. Por lo tanto, habría que desglosar este artículo y estudiar lo que nos han presentado el Colegio 
de Abogados del Uruguay y el Colegio de Contadores. 


SEÑOR HEBER. - Quiero hacer algunas consideraciones. 


Por un lado, ya que se va a enviar la versión taquigráfica a la Dirección General Impositiva, 
en el mismo sentido de lo planteado por el señor Senador Amorín, quiero señalar que me gustaría que 
estudie la posibilidad de hacer una carta de derechos de los contribuyentes porque, tal como está 
planteado este punto, es difícil de acompañar. 


El otro inconveniente se plantea con respecto a la redacción actual del artículo 5*. 


Otra inquietud que no fue planteada en el día de hoy, pero que me expresaron varios señores 
Representantes en el día de ayer, tiene que ver con la fecha sobre la que consultó el señor Senador 
Couriel en la sesión pasada. En esa instancia, los representantes de la Dirección General Impositiva 
dijeron que era una fecha arbitraria. La idea que se está manejando es que se establezca una fecha 
más reciente porque las consecuencias de la crisis de 2002 no terminaron en el 2004 sino que se 
extendieron en el tiempo. Reitero que como se va a enviar la versión taquigráfica a la Dirección 
General Impositiva, hago este planteo para que estudie la posibilidad de modificar la fecha. Este tema 
surgió a raíz de una pregunta del señor Senador Couriel y, leyendo la respuesta, no me quedó claro si 
se puede acercar la fecha para tener en cuenta la realidad actual de los contribuyentes. 


Con respecto al resto del articulado, estoy en condiciones de votarlo ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que el señor Senador Heber quiere es extender el plazo desde diciembre 
de 2004 hacia la fecha actual. 


SEÑOR HEBER.- Exactamente; por ejemplo, se podría establecer el 2009, que es el final del período 
de Gobierno anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a otro tema, quiero poner en conocimiento de los señores 
Senadores que en cuanto al proyecto de ley de Promoción del Deporte, lamentablemente no recibimos 
la opinión del Ministerio de Turismo y Deporte sobre las modificaciones que propusieron las 
delegaciones que concurrieron a la Comisión. Por lo tanto, intentaremos considerar ambos proyectos 
de ley en la sesión del jueves próximo. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 13 minutos) 
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